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Señores

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCION SOCIAL UGPP, AGENCIA NACIONAL PARA LA DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO Y PROCURADORA 68 DELEGADA PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 

REF: NOTIFICACIÓN PERSONAL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA  PROCESO 150013333014-2014-00175 (Art. 199 CPACA.)

De forma atenta y para dar cumplimiento a lo dispuesto en el  Art. 199 del C.P.A.C.A; modificado por el Art. 612 del C.G.P.;  A TRAVÉS DEL PRESENTE CORREO ELECTRÓNICO LE NOTIFICO PERSONALMENTE; del auto admisorio de fecha dieciséis (16) de abril dos mil quince (2015), dictado dentro del MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  radicado bajo el No 150013333014-2014-00175-00, donde es demandante RODRIGO ALONSO RAMOS y demandado la UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES PARA LA PROTECCION SOCIAL UGPP. 
 En consecuencia, le remito: copia del auto admisorio, de la demanda y la subsanación de la demanda; los que podrán ser visualizados, haciendo doble clik en cada uno de los iconos que aparecen en la parte superior.    

Además, le informo que para efectos de la recepción del mensaje de datos, el despacho  dará aplicación a lo señalado en el Artículo 14 Literal C del                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                            Acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura No PSAA06-3334 del 2 de marzo de 2006,  que señala:  “Articulo  Décimo Cuarto-Recepción de los mensajes de datos. Los mensajes de datos se entienden recibidos de la siguiente manera: (…) c) cuando los actos de comunicación procesal emanados de la autoridad judicial, no han sido devueltos al sistema de información de la autoridad judicial, dentro de los tres (03) días calendario siguientes a su remisión”.

Cordialmente, 

MARY LUZ BOHORQUEZ IBAÑEZ
SECRETARIA
ADVERTENCIA:  Este mensaje es  sólo de envío.  Cualquier comunicación o petición se tendrá por no recibida.  Si tiene inquituedes favor dirigirse personalmente al Despacho Judicial.
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Doctora 
ANGELA PATRICIA ESPINOSA GOMEZ 
Juez Catorce Administrativo de Oralidad del Circuito de Tunja 
E.   S.   D. 
 
 
 
 
REF:  Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho No. 2014-00175 
De RODRIGO ALONSO RAMOS 
Contra UGPP 
 
 
 
 
MATILDE EUGENIA GOMEZ VILLAMARIN, en calidad de apoderada de la parte 
actora dentro del proceso de la referencia, encontrándome en termino procesal 
respectivo con todo respeto acudo ante su Despacho con el objeto de subsanar 
las deficiencias anotadas por el Despacho. 
 


DECLARACION DE CONDENAS 
 


La pretensión indicada 3. Corresponde a: 
 


1. Se declare la NULIDAD de la Resolución No. 037487 del 8 de noviembre de 
2005, expedida por la Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E., mediante 
la cual niega la reliquidación de la pensión de jubilación, para la inclusión de 
todos los factores salariales devengados por el señor RODRIGO ALONSO 
RAMOS, en el último año de servicio.  


 
Asimismo manifiesto al despacho que el correo electrónico en calidad de 
apoderada del señor Rodrigo Alonso Ramos, corresponde al matygov@gmail.com 


 
 


Anexo copia del presente escrito para el traslado y archivo del Juzgado; asimismo 
CD contentivo del memorial e igualmente anexo un traslado completo y anexos de 
la demanda, conforme lo ordenado por el Despacho. 


 
De la señora Juez, atentamente, 


 
 
 
 


MATILDE EUGENIA GOMEZ VILLAMARIN 
C.C. No. 40.024.360 de Tunja 
T.P. No. 239.184 del C.S. de la J 
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Señor  
JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE TUNJA- Reparto - 
E.   S.    D. 
 
 
 
Ref.     Ordinario de Nulidad y Restablecimiento del  


Derecho de carácter Laboral 
 
Demandante:  RODRIGO ALONSO RAMOS 
 
Demandada: NACIÓN – UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 


GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCION SOCIAL 
(UGPP) 


 
MATILDE EUGENIA GOMEZ VILLAMARIN, identificada con cédula de 
ciudadanía No. 40.024.360 expedida en Tunja, portadora de la Tarjeta Profesional 
No. 239.184 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando  en representación 
judicial de RODRIGO ALONSO RAMOS, de conformidad con el poder anexo, 
comedidamente manifiesto a esa H. Corporación, que en ejercicio del medio de 
control de Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, consagrada en el 
Código Contencioso Administrativo, Artículo 138, instauro demanda ordinaria 
contra la NACIÓN – UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCION 
SOCIAL (UGPP), representada legalmente por El Ministro de Protección social y/o 
Subdirector General de la UGPP, personas mayores de edad, domiciliados en 
Bogotá o por quien haga las veces al momento de la notificación, a fin de que 
previos los trámites de un proceso ordinario contencioso administrativo, se hagan 
las DECLARACIONES Y CONDENAS citadas en el capítulo II de la presente 
demanda.. 
 


I. PARTES 
 
Demandantes:  RODRIGO ALONSO RAMOS 


C. C. 1.000.353 
 


Apoderada Judicial  MATILDE EUGENIA GOMEZ VILLAMARIN 
    C.C. No. 40.024.360 de Tunja 
    T.P. No. 239.184 del C.S.J. 
 
Demandado: NACIÓN – UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 


GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCION SOCIAL 
(UGPP) 


Representante Legal:  Ministro de Seguridad Social y/o Subdirector General de 
la UGPP 
 


 
Interviniente   Agente del Ministerio Público 
    Procurador Delegado ante el Sr. Juez Contencioso  
    Administrativo de Boyacá 
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II. DECLARACIONES Y CONDENAS 
 


1. Se declare la NULIDAD PARCIAL de la Resolución No. 001450 del 03 de 
marzo de 1994, expedida por La Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E., 
por la cual “… se RECONOCE PENSIÓN MENSUAL VITALICA DE 
JUBILACIÓN” al señor RODRIGO ALONSO RAMOS, identificado con cédula 
de ciudadanía 1.000.353, en cuantía de 113.512,99, pero sin tener en cuenta 
todos los factores salariales devengados el último año de trabajo. 


2. Se declare la NULIDAD PARCIAL de la Resolución No. 017997 del 31 de 
Diciembre de 1996, expedida por la Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E. 
mediante la cual fue reliquidada la pensión de Jubilación del señor RODRIGO 
ALONSO RAMOS, por retiro definitivo del servicio, con efectos fiscales a partir 
del 1 de marzo de 1995; pero sin reliquidar la pensión con la inclusión de todos 
los factores salariales devengados el último año de servicio. 


3. Se declare la NULIDAD de la resolución No. 037487 del 20 de octubre de 
2010, expedida por la Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E., mediante la 
cual niega la reliquidación de la pensión de jubilación para la inclusión de todos 
los factores salariales, devengados por el señor RODRIGO ALONSO RAMOS, 
el último año de servicio. 


4. Como consecuencia de las declaraciones anteriores y a título de 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO se declare que la Nación – Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de 
la Protección SociaI UGPPA, debe reconocer y pagar a RODRIGO ALONSO 
RAMOS, identificado con cédula de ciudadanía 1.000.353, pensión de 
jubilación, con base de liquidación de todos los factores salariales que devengó 
durante el último año de servicios, conforme fue certificado por el Tesorero de 
la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia, que corresponden a: 
Sueldo, Prima de Antigüedad, Subsidio de Transporte, Subsidio de 
alimentación, sobresueldo de Administración, Prima de Servicios, Prima de 
Vacaciones, Bonificación por recreación, horas extras, prima de navidad. 


5. Sobre la mesada resultante, se hagan los reajustes pensionales de ley, 
conforme a la Ley 71 de 1988. 


6. Se ordene ajustar la mesada que resulte, conforme a lo ordenado por el 
artículo 187 de la ley 1437 de 2011, aplicando la formula:  
 
R = RH (valor histórico)   X  Índice Final      mes a mes. 


Índice Inicial 
 
7. Que de los anteriores valores, se descuente el valor parcial de las mesadas 


pagadas. 
8. Condenar a la entidad demandada, a reconocer, liquidar y pagar los intereses 


corrientes y de mora, sobre las sumas adeudadas, conforme lo dispone el 
artículo 192 del C.P.A.C.A. 


9. Culminar a la Nación – Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, a que de estricto 
cumplimiento a la sentencia. 


10. Se condene en costas y agencias en derecho a la Demandada de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 188 del CPACA. 


 
 


III. FUNDAMENTOS DE HECHO: 
 


Como hechos cito  los siguientes: 
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1. El señor Rodrigo Alonso Ramos, Laboró en la Universidad Pedagógica y 


Tecnológica desde el día 04 de Junio de 1973 hasta el 1 de marzo de 1995, 
conforme se desprende de la Certificación expedida por el Coordinador del 
Grupo de Talento Humano de la UPTC. 


2. El señor Rodrigo Alonso Ramos fue retirado del cargo de granjero en la 
Universidad Pedagógica y Tecnológica de Tunja, a partir del 1 de marzo de 
195, a través de la Resolución No. 0165 del 21 de Febrero de 1995. 


3. Al señor RODRIGO ALONDO RAMOS, por cumplir los requisitos legales la 
Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E.,. le reconoció Pensión de 
Jubilación y Reliquidó la misma por retiro definitivo del servicio con 
resoluciones Nos. 001450 del 03 de marzo de 1994 y 017997 del 31 de 
diciembre de 1996. 


4. El señor Rodrigo Alonso Ramos, a través de apoderado judicial solicita la 
reliquidación de la pensión por factores salariales no tenidos en cuenta, y, 
la misma fue resuelta con Resolución No. 37487 del 20 de octubre de 2005, 
negando la reliquidación. 


5. El señor Rodrigo Alonso Ramos, devengo como sueldo durante el último 
año de servicios los siguientes factores salariales: Sueldo, Prima de 
Antigüedad, subsidio de alimentación, sobresueldo Administración, 
Bonificación de recreación, horas extras, Prima de Servicios, Prima de 
Vacaciones y prima de navidad, conforme a la certificación expedida por la 
Oficina de secretaria General y los Grupos de Archivo y Correspondencia y 
de Tesorería de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia – 
Tunja. 


6. El señor Rodrigo Alonso Ramos, instauro a través de apoderado Judicial 
demanda de nulidad y Restablecimiento del Derecho en contra de Caja 
Nacional de Previsión Social E.I.C.E., tendiente a obtener la reliquidación 
de la pensión con la inclusión de Todos los Factores salariales devengados 
el último año de servicio. 


7. Dicha demanda correspondió conocer el Juzgado Décimo Administrativo 
del Circuito de Tunja, y, con fallo de fecha 25 de noviembre de 2009, 
denegó las pretensiones de la demanda por falta de sustento probatorio 
que permita apoyar una decisión favorable a las pretensiones”. 


8. Contra dicho fallo no fue interpuesto recurso de apelación, quedando en 
firme el mismo. 


 
 


IV FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 


Normas Constitucionales: 
 
Artículos 1º, 2º, 4º, 5º, 6º, 13º, 23º, 25º, 46º, 48º, 53º, 58º, 228º y 336º. 
 
Normas Legales: 
 
Leyes 33  y 62 de 1985; Decreto 1848 de 1969. 
 
CONCEPTO DE VIOLACION DE LOS FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 


El Artículo 1º de la Carta Fundamental prescribe que nuestro País, está 
organizado como un ESTADO SOCIAL DE DERECHO que obliga a las 
autoridades a adelantar sus actuaciones dentro de los términos establecidos en la 
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Constitución y la Ley. Por lo tanto al negar la inclusión de todos los factores 
salariales en el reconocimiento de la pensión de jubilación a mi poderdante, viola 
estos principios, porque los Actos atacados desconocen los derechos que le 
corresponden generándose un detrimento profundo en la Seguridad Jurídica del 
trabajador. 
 
El Artículo 2º de la C. P. fue desconocido por la Entidad demandada porque uno 
de los fines esenciales del Estado es garantizar la “efectividad de los derechos 
consagrados en la Constitución” y uno de ellos es la Seguridad Social. 
 
El Derecho a incluirle todos los factores salariales en la Pensión de Jubilación a mi 
mandante, está claramente consagrado en normas legales, derecho patrimonial 
que debió ser protegido por la entidad demandada. 
 
La Constitución consagra en su artículo 4º, que ella es norma de normas. La 
demandada desconoció éste mandato al no reconocer el Derecho a la Pensión de 
Jubilación con todos sus factores salariales, que no solo se encuentra amparado 
en normas legales sino en la misma C. P. en los artículo 48 y 53. 
 
Los funcionarios públicos deben tratar a toda persona sin discriminación alguna, 
porque ello constituye la razón de ser de un Estado; en este sentido el respeto de 
los derechos inalienables debe inspirar todas las actuaciones del Estado conforme 
al artículo 5º de la C. P., el cual también se violentó con el desconocimiento de los 
factores salariales en la Pensión de Jubilación a que tiene derecho mi poderdante. 
 
El artículo 6º de la Carta enseña que los Servidores Públicos son responsables 
antes las autoridades por infringir la ley, por omisión o por extralimitación de 
funciones. Existe una obligación de las Autoridades Administrativas para poner en 
acción lo necesario con el objeto de que los derechos de los ciudadanos se 
reconozcan y paguen, como en el presente caso, que al producir el acto 
Administrativo demandado, se dio todo lo contrario en abierta oposición al citado 
Artículo 6º.  
 
Artículo 13º, establece el principio de la igualdad de oportunidades, pero no como 
un parámetro formal de valor o como un desgastado postulado que presenta un 
anacrónico igualitarismo. 
 
Es la igualdad real y efectiva de oportunidades que invoca una misma protección y 
trato de las autoridades, sin que permita la odiosa discriminación. 
 
De esa igualdad de oportunidades se excluyó a mi poderdante con los Actos 
Administrativos al no incluir en la Pensión de Jubilación todos los factores 
salariales, entronizando de paso una odiosa discriminación frente a los demás 
trabajadores oficiales a quienes se les ha reconocido la pensión de jubilación con 
todos los factores salariales.  
 
Los artículos 46 y 48 de la C. P., son explícitos y contundentes en la definición, 
garantía, protección, dirección, coordinación, control de la Seguridad Social, como 
un derecho irrenunciable y una obligación del Estado. 
 
La Seguridad Social implica la prestación de asistencia y protección, elemento de 
un Estado Social de Derecho que debe establecer una forma de organización 
política que conlleve la construcción de unas condiciones indispensables que 
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permitan a todos los habitantes una vida digna y un mínimo de situaciones que le 
otorguen su seguridad material. 
 
La Entidad demandada desconoció éstos principios de la dignidad humana y del 
Estado Social de Derecho, al negar con los Actos Administrativos el Derecho de 
incluir todos los factores salariales en el reconocimiento de la Pensión de 
Jubilación a mi poderdante.  
 
Nuestra Constitución, establece como Principio Mínimo Laboral, el mantener los 
salarios y prestaciones, sin que ellos puedan ser afectados. 
 
Dispone ésta norma de manera imperativa: 
 


“El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente 
tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos 
fundamentales: (…)situación más favorable al trabajador en caso de 
duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de 
derecho; (…) La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, 
no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los 
derechos de los trabajadores.”(se resalta) 
 


Se consagran acá dos principios de rango constitucional en materia laboral: 1) 
Aplicación de la situación más favorable y 2) No desmejora de la situación laboral, 
el cual encuentra su desarrollo legal en la Ley 4 de 1992, artículo 2º, literal a) que 
indica: 
 


“a) El respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado 
tanto del régimen general, como de los regímenes especiales. En 
ningún caso se podrán desmejorar sus salarios y prestaciones 
sociales;”(se resalta) 


 
Vulnerando la condición más favorable o beneficiosa al trabajador, consagrada 
también en el artículo 53 de la Constitución. 
 
El proceder ilegal de la Administración no ha permito que a mi mandante se le 
garantice el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de su Pensión, al 
negársele ése Derecho, transgrediendo el artículo 53 de la Carta. 
 
El artículo 58 en concordancia con el Artículo 336 de la C. P. son igualmente 
vulnerados por el Acto Administrativo atacado, en tanto desconoce los derechos 
adquiridos de los trabajadores oficiales consagrados en la Ley 33 de 1985, decreto 
ley 1045 de 1978. 
 
Ley 6 de 1945 
 
Artículo 4º.- A partir de la vigencia de esta ley, las pensiones de jubilación o de 
invalidez a que tengan derecho los trabajadores de una o más entidades de 
Derecho Público se liquidarán y pagarán tomando como base el setenta y cinco 
por ciento (75%) del promedio mensual obtenido en el último año de servicios.   
 
Esta norma indica el monto con el cual se debe liquidar la pensión de jubilación de 
los empleados públicos, indicando claramente que es el 75% del promedio 
mensual obtenido en el último año de servicios; estableciendo que se trata de lo 
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devengado por el trabajador, esto es, por todos los factores salariales que 
constituyen el salario.   
 
Ley 33 de 1985 
 
“Artículo 1º El empleado oficial que sirva o haya servido vente (20) años continuos 
o discontinuos y llegue a la edad de cincuenta y cinco años (55) tendrá derecho a 
que por la respectiva Caja de Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia 
de jubilación equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio 
que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios 
 


No quedan sujetos a esta regla general los empleados oficiales que trabajan en 
actividades que por su naturaleza justifiquen la excepción que la Ley haya 
determinado expresamente, ni aquellos que por ley disfruten de un régimen 
especial de pensiones. 


… 


Parágrafo 2º. Para los empleados oficiales que a la fecha de la presente Ley 
hayan cumplido quince (15) años contínuos o discontínuos de servicio, 
continuarán aplicándose las disposiciones sobre edad de jubilación que regían con 
anterioridad a la presente Ley”. 


Este artículo contempla tres situaciones: 


1. Tiempo de servicio,  edad y monto de la pensión de jubilación a que tienen 
derecho los empleados públicos; y, que corresponden a: 


- Haber laborado por 20 años 
- Tener la edad de 55 años 
- 75% del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el 


último año de servicio. 


Situaciones estas que no se discuten en las resoluciones de reconocimiento de la 
pensión, pues de esta manera fueron motivadas. 


2. Indica el artículo que no quedan sujetos a esta regla los empleados que 
justifiquen la excepción a la ley, ni aquellos que por ley disfruten de un 
régimen especial de pensiones. Pues bien el señor Rodrigo Alonso Ramos, 
no se encuentra amparado por este párrafo. 


3. Indica el parágrafo 2º que los empleados oficiales que hayan cumplido 15 
años de servicio a la fecha de expedición de esta ley seguirán regidos por 
las leyes anteriores. Esta situación tampoco se da para el caso del señor 
Rodrigo Alonso Ramos, pues conforme se desprende de la certificación de 
tiempo de servicios expedida por la UPTC, se tiene como fecha de inicio de 
labores el día  04 de julio de 1973; así las cosas al 13 de febrero de 1985 
fecha de entrada de vigencia de la ley 33 de 1985, el señor Ramos llevaba 
laborando por espacio de 13 años, 7 meses y 9 días; razón por la cual la 
norma aplicable a la fecha de adquirir el status de pensionado (05 de 
agosto de 1993) corresponde a la ley 33 de 1985. 
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“Artículo  3º. "Todos los empleados oficiales de una entidad afiliada a cualquier 
Caja de Previsión, deben pagar los aportes que prevean las normas de dicha 
Caja, ya sea que su remuneración se impute presupuestalmente como 
funcionamiento o como inversión." 


"Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación de los 
aportes proporcionales a la remuneración del empleado oficial estará constituída 
por los siguientes factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: 
asignación básica; gastos de representación; prima técnica; dominicales y 
feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo 
suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio." 


"En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, 
siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base 


para calcular los aportes”. Resaltado fuera de texto 


Este artículo si bien es cierto enuncia algunos factores salariales que deben ser 
tenidos en cuenta para la liquidación de la pensión, no menos cierto es que indica 
igualmente que la pensión se debe liquidar sobre los factores que hayan servido 
de base para calcular los aportes, dejando al patrón la obligación de realizar los 
descuentos por nómina de la totalidad de los factores que constituyen el salario 
del trabajador. 


Ley 62 de 1985  


“Artículo 1°. Todos los empleados oficiales de una entidad afiliada a cualquier 
Caja de Previsión, deben pagar los aportes que prevean las normas de dicha 
Caja, ya sea que su remuneración se impute presupuestalmente como 
funcionamiento o como inversión. Para los efectos previstos en el inciso anterior, 
la base de liquidación para los aportes proporcionales a la remuneración del 
empleado oficial, estará constituida por los siguientes factores, cuando se trate de 
empleados del orden nacional: asignación básica, gastos de representación; 
primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación; dominicales y 
feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo 
suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio. 
En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, 
siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base 


para calcular los aportes. Resaltado fuera de texto 
 
Esta ley establece igualmente que las pensiones de los empleados oficiales se 
deben realizar sobre los factores salariales devengados que son sobre los cuales 
el nominador realiza los aportes. 
 
Decreto 1045 de 1978; establece en el artículo primero de este decreto a quienes 
se debe aplicar así: 


“Artículo 1º.- Del campo de aplicación. El presente Decreto fija las reglas 
generales a las cuales deben sujetarse algunas entidades de la administración 
pública del orden nacional para la aplicación de las normas sobre prestaciones 
sociales señaladas por la ley para su personal. 
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Estas reglas no se aplican al personal de las fuerzas militares y de policía que 
tenga un régimen de prestaciones especial”. 


Como quiera que mi mandante fue trabajador oficial en la Universidad Pedagógica 
y Tecnológica de Colombia, es aplicable el decrete en materia de prestaciones 
sociales por ser la norma vigente para la fecha en que cumplió el status de 
pensionado 5 de agosto de 1993. 


Así el artículo 45 enuncia los factores salariales que se deben tener en cuenta 
para efecto de la liquidación de cesantías y pensiones: 
 
“Artículo 45º.- De los factores de salario para la liquidación de cesantía y 
pensiones. Para efectos del reconocimiento y pago del auxilio de cesantía y de las 
pensiones a que tuvieren derecho los empleados públicos y trabajadores oficiales, 
en la liquidación se tendrá en cuenta los siguientes factores de salario: 
a) La asignación básica mensual; 
b) Los gastos de representación y la prima técnica; 
c) Los dominicales y feriados; 
d) Las horas extras; 
e) Los auxilios de alimentación y transporte; 
f) La prima de navidad; 
g) La bonificación por servicios prestados; 
h) La prima de servicios; 
i) Los viáticos que reciban los funcionarios y trabajadores en comisión cuando se 
hayan percibido por un término no inferior a ciento ochenta días en el último año 
de servicio; 
j) Los incrementos salariales por antigüedad adquiridos por disposiciones legales 
anteriores al Decreto-Ley 710 de 1978; 
k) La prima de vacaciones; 
l) El valor del trabajo suplementario y del realizado en jornada nocturna o en días 
de descanso obligatorio; 
ll) Las primas y bonificaciones que hubieran sido debidamente otorgadas con 
anterioridad a la declaratoria de inexequibilidad del artículo 38 del Decreto 3130 de 
1968. 
 
Estos factores son un listado de lo que pueden estar devengando los servidores 
públicos, sin embargo no quiere decir que no estén devengando otros factores que 
por la naturaleza del cargo se les nomine diferente y por lo tanto constituyen el 
salario del trabajador. 
 
Como quiera que mi mandante cumplió el requisito o status de pensión (5 de 
agosto de 1993) antes de expedición y  vigencia de la ley 100 de 1993, no hay 
lugar a realizar un análisis si se encuentra o no amparado por la transición de esta 
norma, pues es claro que  la normatividad aplicable y conforme lo motiva los actos 
administrativos la constituye la Ley 4 de 1966, Ley 33 de 1985, ley 62 de 1985 y 
decreto 1045 de 1978 
 
Teniendo en cuenta la normatividad vigente para la fecha de adquirir el status 
pensional del señor RODRIGO ALONSO RAMOS, la misma se debe liquidar, 
teniendo en cuenta todos los factores salariales devengados durante el último año 
de prestación del servicio, acatando lo dispuesto en la normatividad señalada. 
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LEY 71 DE 1988 
 
Establece esta ley la garantía al trabajador con derecho a pensión que continúa 
laborando, a que una vez retirado del servicio su pensión sea reajustada al salario 
correspondiente al último año de servicio en los términos del artículo 9 que indica: 
  


“Artículo 9 .- Las personas pensionadas o con derecho a la pensión del sector 
público en todos sus niveles que no se hayan retirado del servicio de la entidad, 
tendrán derecho a la reliquidación de la pensión, tomando como base el promedio 
del último año de salarios y sobre los cuales haya aportado al ente de previsión 
social”. 
 
Así tenemos que a mi mandante con resolución No. 001450 del 03 de marzo de 
1994, la Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E. reconoció pensión de jubilación 
con efectos fiscales a partir del 05 de Agosto de 1993, condicionado para el pago, 
demostrar el retiro definitivo del servicio; como quiera que el señor Rodrigo Alonso 
Ramos continuo laborando hasta el día 28 de febrero de 1995, con resolución No. 
017997 del 31 de diciembre de 1996, reliquida la pensión con efectos fiscales a 
partir del 1 de marzo de 1995 y ordena su inclusión en nómina por haber 
demostrado el retiro definitivo del servicio. 
 
 
FALSA MOTIVACIÓN DE LA RESOLUCIÓN ACUSADA: 
 
 
La Entidad demandada realiza el reconocimiento de la Pensión de Jubilación al 
señor RODRIGO ALONSO RAMOS, por reunir los requisitos legales para optar 
por esta prestación social, sin embargo señala que los factores salariales que 
sirvieron de base para la liquidación son: Asignación Básica, horas extras, 
bonificación por servicios prestados y prima de antigüedad,  desconociendo la 
totalidad de los factores que fueran certificados por la oficina de Tesorería de la 
Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia – Tunja, a donde consta que 
por nomina dicha entidad, realizó los descuentos legales conforme lo ordena la 
ley, esto es sobre la totalidad de lo devengado. 
 
En este orden de ideas La Caja Nacional de Previsión E.I.C.E., motiva falsamente 
el reconocimiento de la pensión al indicar que solo se debe reconocer la pensión 
sobre la Asignación Básica, horas extras, bonificación por servicios prestados y 
prima de antigüedad, desconociendo que el Decreto 1045 de 1978 en su Artículo 
45 enlista una serie de factores que deben ser tenidos en cuenta al momento de 
liquidar la pensión, asimismo, tanto la ley 33 como la 62 de 1985, indican que la 
pensión de jubilación se debe realizar sobre la totalidad de los factores que 
constituyeron el salario del trabajador el último año de servicio. 
 
Como se desprende de las resoluciones que se solicita el control de legalidad, el 
señor Rodrigo Alonso Ramos, aportó para el estudio y reconocimiento de su 
pensión entre otros documentos: Certificado de Tiempo de Servicios a donde 
consta que laboro en esta calidad por más de 20 años, asimismo certificado de 
devengados, a donde la entidad nominadora, hace constar cuales fueron los 
factores que le fueron cancelados y sobre los cuales se realizaron los aportes de 
ley para optar por las prestaciones sociales a que tiene derecho el trabajador, en 
el caso concreto para el reconocimiento de su pensión de jubilación, siendo claro 
que el solo hecho de aceptar la entidad que el señor RODRIGO ALONSO RAMOS 
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cumple los requisitos legales (tiempo de servicio y edad) y por este motivo le 
reconoce la pensión,  no quiere decir que no este vulnerando el derecho a optar 
por la pensión pues tiene como esencia el factor económico que conlleva a la 
calidad de vida en condiciones justas de conformidad con la labor y los aportes 
que se realizaron durante todo el tiempo de fuerza laboral, siendo la liquidación de 
la pensión la que resalta al trabajador en su vida de jubilado, por lo tanto al no 
tener en cuenta todos los factores salariales para la liquidación de la pensión se 
visualiza la ilegalidad del acto acusado. 
 
En conclusión la falsa motivación del acto mediante el cual le fue reconocida y 
reliquidada la pensión de jubilación a mi mandante, se establece en no tener en 
cuenta la totalidad de los factores devengados para efectos de realizar la 
liquidación de la pensión. 
 
DESVIACION DE PODER 
 
El Estado Social de Derecho, indica como núcleo fundamental el ser humano, el 
cual debe ser respetado en su integridad en su dignidad, y esta, la misma se 
traduce en ser tratado en igualdad de condiciones frente a sus iguales, así como el 
cumplimiento a cabalidad del reconocimiento de sus derechos, entre los cuales se 
encuentra el de seguridad social, que conlleva a garantizar la calidad de vida del 
trabajador y su familia, cuando éste la ha sacrificado para brindarle el sustento, en 
condiciones dignas y humanas; dicho fundamento en concordancia con los 
principios de la Administración Publica y fines del estado, que no son otros que el 
respeto por la dignidad de la persona humana, en todos sus aspectos y 
especialmente para aquellas personas que se encuentran en un estado de 
indefensión y de inferioridad, son según los postulados constitucionales y tratados 
internacionales ratificados por Colombia quienes gozan de esta especial 
protección, protección que fue arrebatada al señor Rodrigo Alonso Ramos  pues, 
la entidad no da una aplicación teológica a las normas que soportan el derecho a 
la pensión de jubilación vigentes para la fecha de adquirir el status de pensionado.  
 
 
CARGO CONTRA LA RESOLUCIÓN ACUSADA 
 
La Resolución acusada es ilegal por Infracción manifiesta de las Leyes 4 de 1966, 
33 y 62 de 1985, Decreto 1045 de 1978 y violación al Derecho a la Igualdad, de 
conformidad con lo explicado en el Capítulo Concepto de Violación. 
 
Pues estas normas indican los parámetros que se deben tener en cuenta para 
efecto de reconocimiento y liquidación de la pensión de jubilación de los 
trabajadores oficiales, normas no aplicadas en su integridad porque si bien es 
cierto el reconocimiento de la pensión de jubilación es efectuado teniendo en 
cuenta que el señor Rodrigo Alonso Ramos, laboró por más de 20 años en la 
Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia, cumplió la edad de 55 años, 
y el promedio es del 75% de algunos factores salariales, no menos cierto es que 
para efecto de la liquidación se desconocieron la totalidad de los factores 
salariales que fueron devengados y certificados como tal por la Universidad 
Pedagógica y Tecnológica de Colombia. 
 
En este sentido con la demanda se está pretendiendo el control de legalidad de 
las Resoluciones No  001450 del 03 de marzo de 1994 y 017997 del 31 de 
diciembre de 1996,  por haberse omitido en la liquidación de la pensión todos los 
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factores que constituyeron el salario devengado en el último año de servicios, en 
este sentido es del caso aplicar la tesis fijada por la Sección Segunda del Consejo 
de Estado, en sentencia de 4 de agosto de 2010, Exp. No. 0112-09, Consejero 
Ponente Doctor Víctor Hernando Alvarado Ardila, cuya conclusión fue que los 
factores enlistados en la Ley 62 de 1985, son un principio general y no pueden 
considerarse de manera taxativa por las siguientes razones: 
 
“De acuerdo con el anterior marco interpretativo y en aras de garantizar los 
principios de igualdad material, primacía de la realidad sobre las formalidades y 
favorabilidad en materia laboral, la Sala, previos debates surtidos con apoyo en 
antecedentes históricos, normativos y jurisprudenciales, a través de la presente 
sentencia de unificación arriba a la conclusión que la Ley 33 de 1985 no indica en 
forma taxativa los factores salariales que conforman la base de liquidación 
pensional, sino que los mismos están simplemente enunciados y no impiden la 
inclusión de otros conceptos devengados por el trabajador durante el último año 
de prestación de servicios”. 
 
Esta decisión encuentra consonancia con la sentencia de 9 de julio de 2009, 
proferida por la Sección Segunda de esta Corporación, que al analizar la 
interpretación que debía otorgarse al artículo 45 del Decreto 1045 de 1978, 
norma anterior que enuncia los factores salariales que deben tenerse en 
cuenta para efectos de liquidar las cesantías y las pensiones, - de quienes se 
les aplica la Ley 6 de 1945, precisó1: 
 
“Las normas transcritas señalan unos factores que deben ser entendidos 
como principio general, pues no pueden tomarse como una relación taxativa 
de factores, que de hacerlo así, se correrá el riesgo de que quedaren por 
fuera otros que por su naturaleza se pueden tomar para poder establecer la 
base de liquidación..”. 
…”. 
 
En este orden de ideas, el(a) demandante tiene derecho a que se le incluyan en 
su liquidación todos los factores que devengo el último año de servicio conforme 
fue certificado por la entidad pagadora. 
 
 


ALCANCE JURISPRUDENCIAL 
 
El H. Consejo de Estado, en reiterados fallos, ha acogido el  criterio sobre que se 
entiende por salario y por lo tanto como inclusión para la liquidación de 
prestaciones sociales de los trabajdores.. 
 
En sentencia del 26 de febrero de 1979, demandante, Victor Emilio Vela, 
Magistrado Ponente Dra. Aydee Anzola Linares, expresa: 
 


“Para efectos de liquidar las pensiones, se entiende como salario todo lo que 
el trabajador recibe en forma habitual o a cualquier título y que implique 
retribución ordinaria y permanente de servicios sea cual fuere la 
designación que se le dé, tales como primas.... Este aserto se deduce de lo 
preceptuado en el Artículo 2º de la Ley 65 de 1946, 2º de la Ley 5ª de 1969...y 


                                           
1 Consejo de Estado, Sección Segunda, Consejera Ponente: Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez, sentencia de 
9 de julio de 2009, Ref: Expediente No. (0208-2007). 







 


 


 


12 


aún de la definición que de salario trae el artículo 217 del Código Sustantivo del 
Trabajo”. (Se resalta) 


 
El H. Consejo de Estado, en Sentencia del 25 de marzo de 2004, con ponencia de 
la H. Magistrado Ana Margarita Olaya Forero, radicado 63001-23-31-000-2001-
0246-01(0890-03) definió lo que se debe entender por devengar y salario:  
 
“… cuando la ley estipula que lo devengado por un funcionario es la unidad 
de medida de un derecho, la misma ley será la que defina que ingresos 
percibidos deben ser imputados en la liquidación del derecho. Asimismo, 
cuando refiera al Salario debe entenderse que todo pago con carácter 
retributivo, que constituya un ingreso personal para el trabajador y que sea 
habitual, tiene tal naturaleza o característica.” 
 
En fallo del 7 de  junio de 1980, Actor: Javier Valderrama; Magistrado Ponente Dr. 
Ignacio Reyes Posada, dice: 
 


“Las primas constituyen salario y, en consecuencia, son factores computables 
para determinar el promedio básico para la liquidación de las prestaciones”. (Se 
resalta) 


 
Y en Sentencia del 25 de marzo de 2004, Exp. 1665-03, Demandante, 
Departamento de San Andrés, M. P. Dra. Ana Margarita Olaya Forero: 
 


“… el concepto de salario ha sido definido en la ley laboral colombiana, 
tradicionalmente como la retribución por el servicio prestado. Por ello, todo 
pago recibido del empleador que además de tener un propósito retributivo 
constituya un ingreso personal del funcionario y sea habitual, tiene 
NATURALEZA salarial.” 


 
Y en fin un sin número de fallos, con el mismo criterio, que fija las directrices 
jurisprudenciales, las cuales no dejan duda de que todo lo que percibe el servidor 
público que implique retribución de servicios es factor salarial. 
 
De otro lado Establece la Ley 33 de 1985 en su artículo 1º “El empleado oficial que 
sirva o haya servido veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad 
de cincuenta y cinco (55) tendrá derecho a que por la respectiva Caja de Previsión 
se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al setenta y 
cinco (75%) por ciento del salario promedio que sirvió de base para los aportes 
durante el último año de servicio” 
 
Con el tiempo de servicio, expedido por La Universidad Pedagógica y Tecnológica 
de Colombia, se demuestra la acreditación de los 20 años de servicio como 
empleado público; e igualmente con la fotocopia de la Cédula de ciudadanía del 
mismo se acredita el otro requisito contenido en la norma en cita que corresponde 
a 55 años de edad. 
 
Indica igualmente la citada ley que el porcentaje de la pensión equivale al 75% del 
salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de 
servicio. 
 







 


 


 


13 


En la certificación expedida por la Oficina de Tesorería de la Universidad 
Pedagógica y Tecnológica de Colombia, se relacionan los factores que 
constituyeron el salario de mi mandante durante el último año de servicios. 
 
Instituye el párrafo segundo y tercero del artículo 3º de la Ley 33 de 1985, la base 
de liquidación conforme a los aportes remunerativos del empleado oficial e indica 
cuales son los factores: “…. Asignación básica, gastos de representación, prima 
técnica, dominicales y feriados, horas extras, bonificación por servicios prestados 
y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de descanso 
obligatorio. 
 
En todo caso, las pensiones de los empleados  oficiales de cualquier orden, 
siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base 
para calcular los aportes” el resaltado es mio 
 
A su turno la ley 62 de 1985 a través de su artículo 1º modifica el artículo 3º de la 
ley, indicando: “Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de la 
liquidación para los aportes proporcionales a la remuneración del empleado oficial, 
estará constituida por los siguientes factores, cuando se trate de empleados del 
orden nacional, asignación básica, gastos de representación, primas de 
antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación por servicios prestados; trabajo 
suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio. 
 
En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, 
siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base 
para calcular los aportes”. el resaltado es mio   
 
Si bien es cierto, tanto la ley 33 de 1985 como la ley 62 de 1985, relacionan los 
posibles factores base de la liquidación, no menos cierto es que estas dos leyes  
hacen la aclaración o excepción de la inclusión exclusivamente de los mismos en 
los términos: “En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier 
orden, siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base 
para calcular los aportes”.¸ dejando claro de esta manera que la liquidación de la 
pensión se hace no solo con los factores señalados en las normas, sino que la 
misma se debe realizar sobre los factores que devengo el trabajador, y, que son 
sobre los cuales la entidad realizó los descuentos y aportes para la prestación.   
 
Sobre el tema la H. Corte Suprema de Justicia en sentencia de febrero 1º de 1989, 
al declarar la EXEQUIBILIDAD  de este inciso.  La Corte Dijo: 
 


“PERO ES IMPORTANTE ACLARAR QUE EN EL CASO DE LA 
LIQUIDACIÓN DE UNA PENSIÓN, CUANDO EL EMPLEADO 
OFICIAL NO HAYA PAGADO DETERMINADOS APORTES, LA 
CAJA DE PREVISIÓN RESPECTIVA DEBE COBRARLOS 
PREVIAMENTE PARA EFECTOS DE QUE ELLA SE PRODUZCA 
SOBRE EL MONTO TOTAL DE DICHOS APORTES, CONFORME 
A LAS PREVISIONES CONSAGRADAS EN LA LEY” 
 


En sentencia del 28 de Octubre de 1993, expediente 5244, la Doctora Dolly 
Pedraza Arenas dice:  “el empleado está obligado a pagar los respectivos aportes 
sobre todos los factores que según la ley deben tenerse  en cuenta para la 
determinación de la base, obligación que por lo demás, sino se cumple por 
cualquier motivo, no da lugar a que se niegue la inclusión de determinado factor, 
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sino a que al momento del reconocimiento la entidad de previsión haga los 
descuentos correspondientes” 
 
Al respecto es necesario precisar que el empleado recibe por nómina 
mensualmente el valor correspondiente a su salario, previo los descuentos de ley 
que han sido cuidadosamente efectuados por la entidad territorial y girados a la 
entidad correspondiente (salud, cesantía, pensión, etc.), situación que coloca ante 
el hecho que si se hacen los aportes correspondientes, sobre la totalidad de los 
factores que constituyen el salario del docente. 
 
Sobre el tema recientemente se pronuncio el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, sección segunda subsección D, con ponencia del Magistrado 
Doctor Daniel R. Palacios Rubio, en sentencia fechada 16 de noviembre de 2006 


“Sin embargo sobre el aspecto estudiado, la Sala observa que el H. Consejo 
de Estado ha considerado que todo lo devengado por la relación laboral, debe 
formar parte de los factores de salario para liquidar prestaciones o 
indemnizaciones de los empleados públicos; así lo expuso en providencia de 27 de 
abril de 2000, con ponencia del doctor Nicolás Pájaro Peñaranda, al resolver la 
validez del acto administrativo que liquidó la indemnización de un empleado de la 
Superintendencia Sanearía, por supresión del cargo. 


La H. Corporación para sustentar su criterio, en relación con el pago por 
fomento al ahorro, expuso: 


"De lo expuesto se infiere que los empleados de la 
Superintendencia Sanearía, mensualmente, devengaban 
la asignación básica que cancelaba la Superintendencia 
en forma directa y un 42% de ésta, pagado por la Caja de 
Previsión Social de la citada entidad. 


" Como lo ha planteado la Corporación en numerosas 
oportunidades, tal como lo precisa el artículo 127 del 
C.S.T. 'Constituye salario no solo la remuneración fija u 
ordinaria, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en 
especie y que implique retribución de servicios, sea 
cualquiera la denominación que se adopte...' 


" Significa lo anterior que no obstante el 42% del salario 
se haya denominado fomento al ahorro, como no se ha 
probado que el pago de esta suma tenga causa distinta a la 
del servicio que presta el funcionario constituye 
indudablemente factor salarial, por lo que es forzoso concluir 
que se trata de salario y no de una prestación social a titulo 
de complemento para satisfacer las necesidades del 
empleado o su familia; es decir, forma parte de la asignación 
mensual que devengaba el actor. 


" En consecuencia, constituyendo salario ese 42% 
pagado mensualmente al funcionario por la Caja de 
Previsión Social de la Superintendencia Sanearía,  debido 
tenérsele en cuenta para liquidarle la indemnización, ya que 
equivale a asignación básica mensual. 
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" No de otra manera debe entenderse dicho pago, pues 
de no ser asi, significarla que se está recibiendo a título de 
mera liberalidad y ello no puede efectuarse con fondos del 
tesoro público. 


" Considera la Sala que la circunstancia de que ese 
porcentaje de la asignación básica fuera cancelado por la 
citada Caja, no constituye un obstáculo legal para su 
inclusión en la liquidación de la indemnización, ya que las 
mismas disposiciones que establecieron que el salario de 
los funcionarios de la Superintendencia se causaron de esa 
forma, permiten también esa liquidación. No tendría razón de 
ser que fuera legal el pago mensual del salario en tal forma e 
ilegal el tomar la asignación mensual básica completa para 
efectos de la indemnización por retiro. 


" Por ende, la liquidación realizada al demandante no se 
ajusto a derecho, desvirtuándose su presunción de legalidad." 
(Sentencia de 27 de abril de 2000, expediente 14477, Sección 
Segunda, actor José Antonio Sequera Duarte). 


Armonizando los criterios expuestos, es obligatorio concluir que para todos 
los efectos legales, debe tomarse como factor salarial para liquidar prestaciones 
todos los valores cancelados a los empleados públicos y privados, salvo que 
exista una ley que expresamente le reste ese carácter. En consecuencia, no 
puede aceptarse de manera válida que la ley 33 de 1985 señaló de forma 
taxativa los factores para liquidar las pensiones de los servidores públicos, 
toda vez que en el inciso tercero, del articulo 3° permite la existencia de otros 
factores sobre los cuales se calculen los aportes para pensión; disposición 
reiterada en la ley 62 de 1985 (transcritas) 
 
Así para la Sala es claro que, no le es dable a un pagador determinar con 
arbitrariedad, que asignaciones del empleado constituyen o no factor salarial para 
calcular las cotizaciones o aportes para pensión, de suerte que para evitar 
contradicciones, violación del derecho a la  Igualdad o cualquier otra 
infracción, es necesario aplicar los principios universales sobre el concepto 
de salario expuestos en normas y convenios internacionales que concuerdan 
con el indicado por el H. Consejo de Estado, por ejemplo: 


a) El Convenio 95 de la Organización Internacional de Trabajo, aprobado 
por la Ley 54 de 1962, en su artículo 1° del numeral 2 referente a la protección al 
salario, capitulo IV, señala: 


"A los efectos del presente convenio, el término "salario" 
significa la remuneración o ganancia, sea cual fuere su 
denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse 
en efectivo, fijada por acuerdo o por la legislación nacional, y 
debida por un empleador a un trabajador en virtud de un 
contrato de trabajo, escrito o verbal, por el trabajo que este 
último haya efectuado o deba efectuar o por servicios que haya 
prestado o deba prestar. 


b) De conformidad con las definiciones anteriores, el articulo 45 del 
decreto ley 1945 de 1978, señala los siguientes factores salariales, que se 
deben tener en cuenta para el reconocimiento pensiona!: 
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"Articulo 45. De los factores de salario para la liquidación de 
cesantías y pensiones. Para efectos del reconocimiento y pago 
del auxilio de cesantía y de las pensiones a que tuvieren derecho 
los empleados públicos y trabajadores oficiales, en la liquidación 
se tendrán en cuenta los siguientes factores de salario: 


a) La asignación básica mensual; 
b) Los gastos de representación y la prima técnica; 
c) Los dominicales y feriados; 
d) Las horas extras; 
e) Los auxilios de alimentación y transporte; 
f) La prima de navidad, 
g) La bonificación por servicios prestados, 
h) La prima de servicios; 
i)    Los viáticos que reciban los funcionarios y trabajadores en 
comisión cuando se hayan percibido por un termino no inferior a ciento 
ochenta días del último  año de servicio;  
j)    Los    incrementos    salariales    por    antigüedad   adquiridos    


por disposiciones legales anteriores al Decreto - ley 710 de 1978;  
           k)   La prima de vacaciones;  


I)    El valor del trabajo suplementario y del realizado en  jornada 
nocturna o en días de descanso obligatorio;  
m) Las primas y bonificaciones que hubieren sido debidamente 
otorgadas con anterioridad a la declaratoria de inexequibilidad del 
articulo 38 del Decreto 3130 de 1968. 


15a.- En este orden de ideas, la Sala discurre que no es preciso estimar 
normas o criterios que puedan desmejorar los derechos de los trabajadores 
públicos o privados cuando en casos como el estudiado, no hay duda que el 
ordenamiento jurídico siempre consideró que todos los pagos a un empleado 
constituían factor salarial, de manera que no puede aceptarse la existencia de un 
cambio desfavorable sin tener en cuenta la infracción del artículo 53 de la 
Constitución Nacional. 


 
16a.- En consecuencia la Sala difiere con la entidad demandada en 


relación con los factores que se tomaron en consideración al efectuar la 
liquidación de la prestación, toda vez que no hay disposición del orden 
nacional que señale que la prima especial y la prima de navidad no son salario, 
es decir, esos pagos no están excluidos de la ley como factores salariales, por 
lo tanto, fue un error de la entidad empleadora como pagadora que no 
descontó los aportes de las primas señaladas. Así la Sala considera que es 
importante clarificar que los empleados públicos que venían sujetos a los 
regímenes anteriores a la ley 100 de 1993, tienen derecho a que sus 
pensiones se liquiden sobre la base de los valores recibidos como retribución 
de sus servicios, salvo que una norma legal expresamente señale que una 
remuneración no tenga el carácter de factor salarial (la cual en principio seria 
inconstitucional), evento en el que puede excluirse de la liquidación respectiva. 
 
Por lo tanto, la Sala, acogiendo el reiterado concepto del H. Consejo de 
Estado, estima necesario disponer que el valor de las primas especial y de navidad 
se tengan en cuenta para realizar la liquidación de la pensión del accionante, lo 
mismo que todos los demás factores cancelados en forma mensual y permanente 
(fl. 8)” 
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En todo caso no es el docente el de la carga y responsabilidad de realizar los 
descuentos que corresponden como aportes para seguridad social y prestaciones, 
no se puede trasladar la culpa de la administración al administrado 


 
12. CONCLUSIÓN 


 
A la parte demandante, se le debe reconocer la pensión de jubilación, con la 
inclusión de todos los factores salariales, conforme a la certificación de 
devengados expedida por la Oficina de Tesorería de la Universidad Pedagógica y 
Tecnológica de Colombia Tunja. 
 


VII. COMPETENCIA Y CUANTIA 
 
Es competente Sr. Juez por el domicilio del demandado, teniendo en cuenta que el 
último lugar de servicio del demandante corresponde a la Institución Educativa  
Integrado Joaquín González Camargo del Municipio de Sogamoso - Boyacá.  
 
La cuantía de la demanda, la cual estimo en un valor aproximado de QUINCE 
MILLONES CUARENTA Y CUATRO MIL TRESCIENTOS CINCUENTA Y OCHO  
PESOS M/CTE ($15.044.358,46) CON CUARENTA Y SEIS CENTAVOS., valor 
éste aproximado que no ha sido indexado, y liquidado hasta la fecha de 
presentación de la demanda, que debe ser ajustado a la fecha de fallo. 
 
 
 
FACTORES SALARIALES BASE DE LIQUIDACIÓNPENSION, DEVENGADOS 
ULTIMO AÑO DE SERVICIO  
  
ASIGNACION BÁSICA 1994 $ 2.044.940,00 


ASIGNACION BÁSICA 1995 $ 424.687,50 


SUBSIDIO DE ALIMENTACION 1994 $ 123.750,00 


SUBSIDIO DE ALIMENTACION 1994 $ 27.637,50 


PRIMA ANTIGÜEDAD 1994 $ 320.850,00 


PRIMA ANTIGÜEDAD 1995 $ 65.100,00 


SUBSIDIO TRANSPORTE 1994 $ 112.570,00 


SUBSIDIO DE TRANSPORTE 1995 $ 25.140,17 


BONIFICACION 1994 
 


$ 11.413,80 


HORAS EXTRAS 1994 
 


$ 194.104,56 


HORAS EXTRAS 1995 
 


$ 48.312,24 


VACACIONES 1994 
 


$ 222.770,25 


PRIMA VACACIONES 1994 $ 249.502,68 


PRIMA SERVICIOS 1994 
 


$ 438.914,00 


PRIMA NAVIDAD 1994 
 


$ 294.781,70 


PRIMA NAVIDAD 1995 
 


$ 50.738,00 


TOTAL DEVENGAO ULTIMO AÑO $ 4.655.212,40 


75% DEVENGADO  MENSUAL $ 290.950,78 


    DIFERENCIA MESADA RECONOCIDA Y LA QUE CORRESPONDE EN DERECHO $84.535,04 


 
 
Estimación cuantía incremento IPC liquidación últimos tres años. 
 
FECHA 
INICIAL 


FECHA 
FINAL 


DIFERENCIA 
PENSION IPC 


Vr PENSION 
IPC 


No. 
MESES TOTAL 
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01/01/2011 30/12/2011 $ 329.680,75 3,17 $ 340.131,63 4 $ 1.360.526,52 
01/01/2012 30/12/2012 $ 340.131,63 3,73 $ 352.818,54 14 $ 4.939.459,55 
01/01/2013 30/12/2013 $ 352.818,54 2,44 $ 361.427,31 14 $ 5.059.982,37 
01/01/2014 30/12/2014 $ 361.427,31 1,94 $ 368.439,00 10 $ 3.684.390,02 


      
$ 15.044.358,46 


 
PRUEBAS: 


 
Solicito al Sr. Juez, se tenga como prueba: 
 
DOCUMENTOS QUE APORTO 


1. Todo el expediente administrativo adelantado ante el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, sobre la solicitud del reconocimiento de 
la pensión, a donde reposan los documentos idóneos para demostrar el 
derecho y los factores salariales sobre los cuales se debe hacer el 
reconocimiento de la pensión de jubilación. 
 


VII.  ANEXOS 


 
Con el presente escrito me permito anexar: 


- Poder a mi conferido,  
- Demanda para la entidad demandada,  el Ministerio Público, y la 


Agencia Nacional de defensa Judicial del Estado 
- Copia de la demanda para el archivo del Juzgado. 
- CD contentivo de la demanda 


 
IX. DOMICILIOS Y NOTIFICACIONES  


 
La Nación – UGPP, pueden ser notificados en la Calle 19 No. 68 A -18 zona 
Industrial Bogotá, y notificación electrónica a: 
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co. 
 
El demandante puede ser notificado en la Carrera 19 No. 28-64 de Tunja. 
 
Como apoderada del Actor recibiré notificaciones en en Tunja, la Calle 18 No. 11-
22 oficina 204 B Edificio Banco del Estado. 
 
Del Señor Juez, atentamente, 
 
 
 
 
 
 
MATILDE EUGENIA GOMEZ VILLAMARIN 
C.C. No. 40.024.360 de Tunja 
T.P. No. 239.184 del C.S.J. 
 






